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JUNTA REGLAMENTADORA DE SERVICIO PUBLICO

NEGOCIADO DE ENERGiA DE PUERTO RICO

ALVARO DIAZ FERRER CASO NIJM.: NEPR-QR-2019-0130
QUERELLANTE

vs.

AIJTORIDAD DE ENERGIA ELECTRICA ASUNTO: Resolución Final y Orden sobre
DE PUERTO RICO Revision Formal de Facturas.
QUERELLADA

RESOLUCION FINAL Y ORDEN

I. Introducción y Tracto Procesal:

El 18 de julio de 2019, el Querellante, Alvaro Diaz Ferrer, presentO ante el Negociado de
Energia de Ia Junta Reglamentadora de Servicio Püblico de Puerto Rico (“Negociado de
Energia”), Querella, contra Ia Autoridad de EnergIa Eléctrica de Puerto Rico (“Autoridad”),
Ia cual dio inicio al caso de epIgrafe. La Querella fue presentada al amparo del
procedimiento establecido en Ia Sección 5.04 del Reglamento 8863’, con relaciOn a Ia
factura del 16 de enero de 2018, por Ia cantidad de $2,649.60.

El Querellante alegó que objetó Ia factura del 16 de enero de 2018 ante Ia Autoridad,
porque se facturó en exceso del servicio eléctrico utilizado, ya que durante el perIodo que
comprende Ia factura no tuvo servicio eléctrico por el paso del Huracán Maria por Ia lsla.2

El 10 se septiembre de 2019, Ia Autoridad presentó ante el Negociado de Energia un escrito
titulado Moción de Desestimación.3 En ésta adujo que Ia Querella presentada el 18 de julio
de 2019, no fue notificada a Ia Autoridad dentro del término de quince (15) dias requerido
por Reglamento para que el Negociado de Energia adquiriera jurisdicciOn.

El 16 de septiembre de 2019, el Querellante presentó ante el Negociado de Energia un
escrito titulado Moción en Con testación a Solicitud de Desestimación.4 Mediante sy escrito
alegó que Ia Secretaria del Negociado de Energia le habia enviado un comunicado en Ia que
se indicaba que por error involutanrio no se le habia enviado copia del recurso pochando
para su correspondiente notificación.

El 31 de octubre de 2019, el Negociado de EnergIa citó a las partes a comparecer a una
Vista Evidenciaria a los efectos de atender Ia solicitud de desestimacion de Ia Autoridad, a
celebrarse el 14 de noviembre de 2019 a Ia 1:00 p.m. en Ia Suite 701 del Negociado de
Energia.5

Llamado el caso para Ia celebración de Ia Vista, compareciO el Querellante por derecho
propio, acompaflado de su hermana y testigo, Olga DIaz Ferrer. Por Ia Autoridad,
compareció Ia Lcda. Zayla N. Diaz Morales y Ia Lcda. Rebecca Torres Ondina junto a Ia
testigo, Darleen Fuentes Amador. Durante Ia Vista se procedió a discutir Ia Moción de
Desestimación presentada por Ia Autoridad el 10 de septiembre de 2019. Además, Ia
Autoridad afladió como argumento para Ia solicitud de desestimación que el Querellante

1 Reglamento sobre el Procedimiento para Ia Revision de Facturasy SuspensiOn del Servicio Eléctrico por Falta
de Pago, 1 de diciembre de 2016.

2 Querella, 18 de julio de 2019, págs. 1-19.

Moción de DesestimaciOn, lOde septiembre de 2019, págs. 1-3.

‘ Moción en Contestación a Solicitud de DesestimaciOn, 16 de septiembre de 2019, págs. 1-6.

5 Orden, 31 de octubre de 2019, pág. 1.
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acudió al palio del Negociado de Energia fuera del término reglamentario de treinta (30]
dIas para asI hacerlo.

El 10 de enero de 2020, el Negociado de EnergIa emitió Orden en Ia que declaró “No Ha
Lugar” Ia Moción de Desestimación presentada por Ia Autoridad, toda vez que Ia notificación
de Ia Querella se efectuO conforme Ia Sección 3.05 (B) del Reglamento 8543.6 Se determino
que el Querellante se excedió de los quince (15) dIas que le otorga el Reglamento para
notificarle a Ia Autoridad obrando justa causa. De otra parte, se dictamino que el Negociado
de EnergIa tenia jurisdicción para atender Ia Querella, ya que el Querellante recurrió
oportunamente al palio del Negociado de EnergIa el 19 de agosto de 2019, de una objecion
que presentó ante Ia Autoridad el 12 de febrero de 2018, pero que no fue hasta casi un aflo
desde presentada Ia objeción, que Ia Autoridad emitió y notifico su determinacion inicial
sobre ésta. Es decir, Ia Autoridad habla perdido jurisdicciOn sobre Ia objeción.

Tras otros incidentes procesales menores, el 19 de febrero de 2020, Ia Autoridad presento
un escrito titulado Contestacion a Querella.7 Entre otros asuntos, alegó que si Ia Autoridad
perdió jurisdiccion para evaluar Ia objeción del cliente por no cumplir con los términos
establecidos para ello, era responsabilidad del Negociado de Energia revisar la objeción
presentada por el cliente nuevarnente, desde su inicio, y no adscribir deferencia alguna a Ia
decisiOn final de Ia Compaflha de Servicio Eléctrico y, por tanto, determinar cuál es el ajuste
correspondiente, si alguno.

El S de febrero de 2020, el Negociado de EnergIa emitió CitaciOn ordenando a las partes a
comparecer a Ia Vista Administrativa de este caso a celebrarse el 20 de febrero de 2020 a
las 9:30 am. en Ia Suite 701 del Negociado de EnergIa.°

Asi las cosas, el 20 de febrero de 2020, llamado el caso para Ia celebración de Ia Vista
Administrativa compareciO el Querellante, representando por el Lcdo. Javier Méndez Vidal

y acompaflado de su hermana y testigo, Olga DIaz Ferrer. Por Ia Autoridad, comparecieron
las licenciadas Rebecca Torres Ondina y Zayla Diaz Morales, acompafladas por Ia testigo,
Darlene Fuentes Amador.

II. Derecho Aplicable y Análisis:

El ArtIculo 6.27(a](3) de Ia Ley 57-2014, establece, entre otras cosas, que en caso de que Ia
Autoridad no inicie una investigación en relación con una objeción de facturas, dentro del
término de treinta (30) dIas, contados a partir de Ia fecha de notificaciOn de Ia objeción, Ia
misma será adjudicada a favor del cliente. De igual forma, el referido articulo establece que
si Ia Autoridad no culmina Ia investigaciOn y notifica al cliente dentro del término de
sesenta (60) dias luego de iniciada Ia misina, Ia objeción también se adjudicarIa a favor del
cliente. A esos fines, el Negociado de Energha ha determinado que tanto el término de
treinta (30) dIas para que Ia Autoridad inicie Ia investigaciOn una vez radicada una objeción
de facturas, como el término de sesenta (60] dbas para que esta culmine Ia investigación y
notifique al cliente del resultado, son de naturaleza jurisdiccional.9

En aquella ocasión fundamentamos nuestra determinación en que “[ejl esquema
reglamentario que emana del Articulo 6.27, segOn establecido por el legislador, requiere
que los términos para que Ia compañIa de servicio eléctrico resuelva sean términos fatales.
La prueba más clara de ello estriba en que, contrario a lo acostumbrado en los términos
para resolver, en este caso el legislador impuso una consecuencia especifica y concreta
como resultado directo del incumplimiento.”1°

6 Orden, lOde enero de 2020, págs. 1-9.

Contestacián a Querella, 19 de febrero de 2020, págs. 1-6.
Orden, 31 de octubre de 2019, págs. 1-2.

Véase Resolución Final y Orden, Caso Nüm. CEPR-RV-2017-0029, p.13. Es importante senalar
sentencia de 22 de agosto de 2018, el Tribunal de Apelaciones de Puerto
Negociado de Energia en & referido caso; O.I.P.C.
de Energia Eléctrica, KLRA2O1800313 (TA 2018).

10 Id., p. 11. Enfasis en el original, nota al calce omitida.
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Como establecimos anteriormente, Ia caracterIstica principal de un término fatal a
jurisdiccional consiste en que se trata de un término improrrogable. A esos fines, el
lenguaje del Articulo 6.27 es claro: si Ia Autoridad incumple con cualquiera de los términos
establecidos a) amparo de Ia reglamentaciOn aprobada en cumplimiento con las
disposiciones de dicha Ley, Ia objeción será adjudicada a favor del cliente. Esta es una
expresión inequlvoca de que Ia intenciOn del legislador, ante el incumplimiento de Ia
Autoridad con cualquier término reglamentario del proceso de objeciOn de facturas, es que
Ia Autoridad pierde Ia facultad de adjudicar Ia objecion en contra del cliente. Por eso es
forzoso concluir que los términos para que Ia Autoridad inicie Ia investigaciOn una vez
presentada una objeciOn de facturas, para que Ia Autoridad culmine Ia misma y para que el
funcionario de mayor jerarquIa emita su determinación respecto a cualquier solicitud de
reconsideración, segón establecidos en Ia Ley 57-2014 y el Reglamento 8863, son
jurisdiccionales.’1

Para comprender el carácter fatal de estos términos, asi como el impacto de su
incumplimiento en el procedimiento de objeciOn de facturas, es necesario tener presente Ia
naturaleza de dicho procedimiento. La Ley 57-2014 y el Reglamento 8863 le brindan a Ia
Autoridad Ia facultad de revisar y determinar si emitió correctamente Ia factura objetada,
antes de que ésta sea revisable ante el Negociado de EnergIa. Independientemente del
resultado final del proceso, es Ia Autoridad Ia que deberá realizar el ajuste o el cobro de Ia
cantidad objetada, segiin sea el caso. Puesto que Ia Autoridad juega en esta instancia los
roles simultáneos de juzgador y parte, los términos para resolver tienen aqui un peso
mayor.

Es por tal razón que el legislador incluyó en el ArtIculo 6.27 de Ia Ley 57-2014 lenguaje
expreso y claro indicando Ia consecuencia especifica del incuniplimiento con los
términos que tiene Ia Autoridad para resolver.12 Atribuir el carácter de “prorrogable
mediante justa causa” a los referidos términos frustraria el propósito legislativo, toda vez
que Ia Autoridad podrIa postergar una consecuencia juridica que está en plena posiciOn de
evitar.

Por otro Jado, Ia doctrina de incuria ha sido definida par el Tribunal Supremo de Puerto
Rico como: ‘(d)ejadez o negligencia en el reclamo de un derecho, los cuales en conjunto con
el transcurso del tiempo y otras circunstancias que causan perjuicio a Ia parte adversa,
opera como un impedimento en una corte de equidad’.13

En nuestra jurisdicción -a pesar de nuestra tradición civilista- se ha incorporado Ia doctrina
de incuria. La misma, opera con particular vigor en aquellos casos relativos a remedios
extraordinarios incorporados a nuestro ordenarniento del derecho angloamericano. Ello,

A no obstante, tratándose de acciones civiles ordinarias rige el término prescriptivo

(I
“ Vécise en térrninos generales, Id.

12 El lenguaje estatutario tiene una estructura que puede resuniirse en el siguiente silogismo: si el juzgador no
resuelve Ia solicitud dentro del término provisto, entonres Ia solicitud se entenderO resuelta a favor del
solicitante. En el contexto de Ia revision de tarifas de Ia Autoridad, & ArtIculo 6.25(1) de Ia Ley 57-2014
dispone, siguiendo Ia misma estructura, un término jurisdiccional para que Ia ComisiOn de EnergIa evalüe Ia
solicitud de Ia Autoridad:

Si Ia Comisión no toma acción alguna ante una solicitud de revisiOn de tarifas en un
periodo de treinta (30) dias contados a partir de su presentaciOn, Ia tarifa modificada objeto
de Ia solicitud entrará en vigor inmediatamente como una tarifa provisional salvo que Ia
Autoridad solicite que no se establezca tarifa provisional por razones establecidas en su
solicitud. La ComisiOn continuará los procesos de revisiOn y emitirá Ia orde
correspondiente dentro del término especilicado en este Articulo. Si Ia Comisión n ( j%
aprueba ni rechaza durante un periodo de ciento ochenta (180) dias a partir de Ia fecha eb
que Ia Comisión notifique que determinô mediante resoluciOn que Ia solicitud de IAc)’ I / g
Autoridad está completa, Ia tarifa propuesta por Ia Autoridad advendrá final. (Enfasis\c <,

suplido). \.
%

‘3 ColOn Torres v. A.A.A., 143 D.P. 119, 124 (1997); Aponte v. Srio. de Hacienda, E.L.A., 125 D.P.R. 610,60

(1990).



NEPR-QR-ZO 19-0130
Pág. 4 de 7

dispuesto por ley.’4 Asi pues, Ia incuria bien puede ser caracterizada -en cierto modo- como
un tipo de prescripción extraordinaria. Sin embargo, Ia doctrina de incuria no opera como
un simple término prescriptivo. De ordinario, Ia aplicacion de Ia doctrina requerirá que al
demandado se le haya puesto en desventaja por razón del tiempo transcurrido.15
Precisando los parámetros del ámbito operativo de Ia doctrina de incuria, ci Tribunal
Supremo de Puerto Rico ha expresado que: “(e)n dicha doctrina no basta el mero
transcurso del tiempo para impedir el ejerciclo de Ia causa de acción, sino que deben
evaluarse otras circunstancias antes de decretar Ia desestimación del recurso
instado. Circunstancias tales como: (1] Ia justiflcación, si alguna, de Ia demora incurrida;
(ii) ci perjuicio que ésta acàrrea; y (iii) el efecto sobre los intereses privados o püblicos
involucrados. Asimismo, cada caso deberá ser examinado a Ia luz de los hechos y
circunstancias particulares.”6

Por consiguiente, puesto que tanto el término para iniciar Ia investigación como el término
para culminar La misma y notificar el resultado al Querellante son términos jurisdiccionales
y, dado ci caso de que Ia Autoridad no cumplió con los misruos, ésta perdio jurisdicción
para atender Ia objecion. En consecuencia, Ia objeción debe ser adjudicada a favor del
QuereLlante, segün lo haya solicitado. Además, cabe destacar que el Querellante reaiizó
mñLtiples gestiones para conocer eI destino de su objeción, entre éstas se incluyó un
cornunicado en mayo, a través del “website” de Ia Autoridad, para darle seguimiento a Ia
objeción, al no tener respuesta, en junio enviO otra carta por correo certificado.17 En enero
solicitó por carta certificada el estatus de Ia investigación y realizó dos visitas a las Oficinas
de Ia Autoridad en Palo Seco. A saber, el Querellante hizo cinco gestiones durante el 2018,
sin recibir comunicacién de Ia Autot-idad a tales efectos. El Querellante, además, realizó
cuatro intervenciones durante el 2019, lo que desemboco en Ia presentación de esta
Querella.18

De otra parte, durante Ia Vista Administrativa, Ia hermana del Querellante, Olga Din,
declaró que Ia urbanizaciOn Jardines de Caparra, en donde ubica el Colmado, es una
urbanización grande. IndicO que su señora madre también reside en esa urbanización, sin
embargo, aunque esta tuvo servicio eléctrico desde mediados de noviembre de 2017, Ia
sección donde ubica el Coimado, no tuvo servicio eléctrico sino hasta luego del 15 de
diciembre de 2017, toda vez que hubo una ruptura de un equipo soterrado. Indico que en
enero de 2019, se recibió una factura que comprendió ci periodo desde ci 8 de septiembre
hasta ci 12 de enero por Ia cantidad de $2,649.60. Conforme lo anterior, se objetó Ia factura
tomando como base un estimado del periodo en que hubo luz entre septiembre a enero, y
por lo cual hicieron un pago de $1,445.43.19

En Ia objeción de factura el Querellante establecio que: [s}e procedió a realizar el pago por
4 Ia cantidad de $1,445.43 el 2/1/18 nümero de confirmación #80310458581, promedio por

I/ L el que se calculó los dias que si tuvimos servicio.”20 Del mismo modo en un correo
eLectrónico de seguimiento, eL Quereliante indicO: “[p]or este medio, le estamos enviado
contestaciOn a su comunicado del lero de agosto de 2018 y recibido en nuestro correo
electrónico el 3 de agosto de d[zic] 2018; en el cual estamos de acuerdo con el ajuste
señalado, pero continuamos en objeción de Ia cantidad de $1,228.23 21 Conforme lo
anterior, durante Ia Vista Administrativa, Olga DIaz, declaró que ci Colmado no •contó con

14 J.R.T. v. P.R. Telephone Co., Inc.. 107 D.P.R. 76 (1978); Saavedra v. Central Colosa, Inc., 85 D.P.R. 421, 423
(1962); F. RodrI2uez Hnos. & Co. v. Aboy, 66 D.P.R. 525, 540 (1946).

15 Hernández A2osto v. Romero Barcdó. 112 D.P.R. 407,417 (1982).

16 Perez. Pellot. v. I.A.S.A.P., 139 D.P.R. 588 (1995); Rivera v. Depto. de Servicios Sociales, 132 D.P.R.
240 (1992); Garcia v. Adm. del Derecho al Trabaio. 108 D.P.R. 53 (1978)

,
y énfasis nuestro.

17 Exhibit III de Ia Autoridad, copia correo electrónico sobre Estatus de Ajuste, pág. 1.

18 Véase testimonio de Olga DIaz, Expediente de Ia Vista Administrativa a los minutos 25:00 — 38:00.

19 Véase testimonio de Olga Diaz, Expediente de Ia Vista Administrativa a los niinutos 17:00 — 38:

20 Exhibit II, ObjeciOn de Factura 08201805223USj, pág. 1

21 Exhibit Ill, Copia Email Contestación Ajusta, pág. 1.
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serviclo eléctrico: del 19 septiembre de 2017 a! 8 de octubre de 2017; del S de octubre de
2017 al 14 de noviembre de 2017; del 19 de noviembre de 2017 al 28 de noviembre de
2017 (en noviembre tuvo luz los dIas 15,16,17 18 y 29); y deL 30 de noviembre de 2017 al
14 de diciembre de 2019.22

Conforme Ia prueba vertida en Ia Vista Administrativa, Olga Diaz Ferrer, declaro que en
este caso el 12 de febrero de 2018 el Querellante presentó su objecion a Ia factura de 16 de
enero de 2018. El Querellante nunca recibió notificación de Ia Autoridad sobre el inicio de
Ia investigación administrativa, sino hasta el 4 de enero de 2019. Es decir, Ia Autoridad
notificó Ia determinación de Ia objeción presentada, casi un aflo luego de su presentación.23
Dicha notificación sobre Ia determinacion inicial de Ia Autoridad claramente fue emitida
pasado el término de sesenta (60) dIas que establece Ia Ley 57-2014 y el Reglamento 8863.
Del mismo modo, el presente caso demuestra que el Querellante cumplió con los requisitos
del procedirniento administrativo informal ante Ia Autoridad y realizO multipLes gestiones
para dar seguimiento a Ia objeción de factura por lo que no incurrió en incuria al momento
de presentar Ia Querella de autos.

Por lo tanto, corresponde que se declare Ia objeción a favor del Querellante y se proceda
con el ajuste correspondiente, segün solicitado por éste en Ia objeción que presentó ante Ia
Autoridad el 12 de febrero de 2018,24 o sea, corresponde un crédito por Ia cantidad de
$1,204.17 en Ia cuenta del Querellante.

III. Conclusion

Por todo lo anterior, y de acuerdo con las Determinaciones de Hecho y Conclusiones de
Derecho contenidas en el Anejo A de esta ResoLución Final y Orden, se declara HA LUGAR
Ia presente Querella en cuanto a Ia factura de 16 de enero de 2018. Se ORDENA a Ia
Autoridad otorgar un crédito a Ia cuenta del Querellante por Ia cantidad de $1,204.17,
dentro del término de quince (15) dias, contados a partir de La notificaciOn de Ia Resolución
Final. La Autoridad o su sucesora deberán realizar un ajuste en Ia cuenta del QuereLLante
por Ia cantidad de $1,204.17 y eliminar cualquier recargo aplicado o acumulado en Ia
cuenta del Querellante relacionado a Ia factura de 16 de enero de 2018.

Cualquier parte adversamente afectada por Ia presente Resolución Final y Orden podrá
presentar una moción de reconsideración ante el Negociado de Energia, de con formidad
con Ia Sección 11.01 del Reglamento 8543 y las disposiciones aplicables de Ia Ley 38-2017,
conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo lJniforme del Gobierno de Puerto
Rico” (“LPAU”). La moción a tales efectos debe ser presentada dentro del término de veinte

)tl’I ‘ (20) dias contados a partir de Ia fecha de archivo en autos de Ia notiflcación de esta
Resolucion Final y Orden. Dicha solicitud debe ser entregada en Ia Secretaria del Negociado
de Energia ubicada en el Edificio World Plaza, 268 Ave. Mufloz Rivera, NiveL Plaza Ste. 202,
San Juan, P.R. 00918. La solicitud también puede ser presentada utilizando el sistema de
radicación electrónica del Negociado de EnergIa en Ia siguiente dirección
https://radicacion.energia.pr.gov. y copia de Ia solicitud deberá ser enviada por correo
regular a todas las partes notificadas de esta Resolución Final y Orden, dentro del término
aqul establecido.

El Negociado de Energia deberá considerar dicha moción dentro de los quince (15) dias de
haberse presentado. Si Ia rechazare de pIano o no actuare dentro de los quince (15) dIas, el
término para solicitar revision judicial comenzará a transcurrir nuevamente desde que se
notifique dicha denegatoria o desde que expiren los quince (15) dIas, segón sea el caso. Si el
Negociado de EnergIa acoge Ia solicitud de reconsideración, el término para solicitar
revision empezará a contarse desde Ia fecha en que se archive en autos una copia de Ia
notificaciOn de La resolución del Negociado de EnergIa resolviendo definitivamente Ia
mociOn de reconsideración. Tal resolucion deberá ser emitida y archivada en autos dentro
de los noventa (90) dIas siguientes a Ia radicaciOn de Ia macion de reconsideraciOn. Si el

Vêase testirnonjo de Olga DIaz, Expediente de Ia Vista Adniinistrativa a los minutos 17:00 — 33:45.

23 Id.

24 Véase Exhibit II Estipulado- Vista Evidenciaria celebrada el 14 de noviembre de 2019.
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Negociado de Energia acoge Ia mociôn de reconsideraciôn, pero deja de tomar alguna
acción con relaciOn a Ia moción dentro de los noventa (90) dias de ésta haber sido radicada,
perderá jurisdicciOn sobre Ia misma y el término para solicitar revision judicial empezará a
contarse a partir de Ia expiraciOn de dicho término de noventa (90) dIas, salvo que el
Negociado de EnergIa, por justa causa y dentro de esos noventa (90) dIas, prorrogue el
término para resolver por un periodo que no excederá de treinta (30) dIas adicionales.

De no optarse por el procedimiento de reconsideraciOn antes expuesto, La parte afectada
podrá, dentro dcl término de treinta (30) dias, contados a partir del archivo en autos de
esta ResoluciOn Final y Orden, presentar recurso de revision judicial ante el Tribunal de
Apelaciones. Lo anterior conforme a Ia SecciOn 11.03 del Reglamento Nüm. 8543, las
disposiciones aplicables de Ia LPAU y ci Reglamento del Tribunal de Apelaciones.

:o Sai*s”
Comisionada sociada

ACION

Certifico qe asI lo acordó Ia mayoria de los miembros del Negociado de EnergIa de Ia Junta
Reglamentadora de Servicio Püblico de Puerto Rico el 28 de marzo de 2022. Certifico
ademãs que el

____

de QLn \ de 2022 he procedido con el archivo en autos de esta
Resolución Final y Orden con relaciOn al Caso Nám. NEPR-QR-2019-0130, he enviado copia
de Ia misma por correo electrónico a colmado.diazz@gmail.com, y rgonzalez@diazvaz.law;
y por correo reguLar a:

AUTORIDAD DE ENERGIA ELECTRICA
DIaz & Vázquez Law Firm, PSC
Lic. Rafael E. Gonzalez Ramos
P0 Box 11689
San Juan, PR 00922-1689

ALVARO DiAZ FERRER
Villas de San Miguel
5 calle San Miguel
Bayamón, PR 00959

Para que asi conste firmo Ia presente en San Juan, Puerto Rico, boy,

_____

de

_______

de
2022.

(YKCDC
‘4L..J ?j

Notifiquese y publiquese.

/7/ft

Fe

CE RTI Fl (

daflg
Comisionado Asociado

S’ylvia B. 1JgarAraujo
Comisionada Asociada

Sonia seØ Gaztambide
Secretaria
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ANEJO A

Determinaciones de Hechos

1. El Querellante tiene una cuenta de servicio eléctrico con Ia Autoridad cuyo
nUmero es 0638392490 para proveer servicio eléctrico a Ia localidad L2 C Marg.
Norte, tJrbanización Jardines de Caparra, Bayamón.

2. El Querellante presentó ante Ia Autoridad objeción a su factura de 16 de enero
de 2018, por Ia cantidad de $2,649.60, fundamentada en alto consurno, ya que se
le estaba cobrando en exceso del servicio eléctrico utilizado.

3. La factura muestra que, para el perIodo del 16 de enero de 2018, e nñmero de
contador adscrito ala cuenta fue 55153137.

4. La Autoridad facturo un consumo de 10,8470 kilovatios/hora para Ia factura
para el perIodo del 8 de septiembre de 2017 al 12 de enero de 2018.

5. El 4 de enero de 2019, Ia Autoridad notificó l Querellante Ia Determinación
Inicial en Ia que se le indicO que Ia investigación realizada reveló que procedia
un crédito por Ia cantidad de $22.36. El Querellante alegó que no recibió esa
n oti fi ca ci on.

6. El 18 de julio de 2019, el Querellante presenté Ia Querella de autos ante el
Negociado de Energia.

7. Conforme los documentos admitidos en evidencia, asi como de los testimonios
vertidos, surge que Ia Autoridad no cumplió con los términos jurisdiccionales y
que el Querellante realizó multiples gestiones para conocer el destino de su
objeción.

Conclusiones de Derecho

1. El Querellante presentó su objeciOn ante Ia Autoridad dentro del término estatutario
para ello.

2. La Autoridad no cumplió con los requisitos del procedimiento informal de objecion
de facturas ante Ia Autoridad, segün las disposiciones del ArtIculo 6.27 de Ia Ley 57-
2ol4ydelReglamento 8863.

3. El ArtIculo 6.27(a](3] de Ia Ley 57-2014, establece, entre otras cosas, que en caso de
que Ia Autoridad no inicie una investigación en relacion con una objeciOn de
facturas, dentro del término de treinta (30] dIas, contados a partir de Ia fecha de
notificación de Ia objeción, Ia misma será adjudicada a favor del cliente.

4. La doctrina de incuria ha sido definida por el Tribunal Supremo de Puerto Rico
como: “(d]ejadez o negligencia en el reclamo de un derecho, los cuales en conjunto
con el transcurso del tiempo y otras circunstancias que causan perjuicio a Ia parte
adversa, opera como un impedimento en una corte de equidad”

5. El Querellante presentó su Querella ante el Negociado de Energia conforme el
ordenamiento juridico, habiendo rnediado justa causa para su dilaciOn. Dado que Ia
Autoridad no cumplió con Los plazos jurisdiccionales, esta perdió jurisdicción para
atender Ia objeción. En consecuencia, Ia objeción debe ser adjudicada a favor del
Querellante, segün lo haya solicitado.

6. Toda vez que el Querellante realizO una solicitud especifica
Autoridad, procede que se realice el ajuste correspondiente a La
Querellante por Ia cantidad de $1,204.17.

7. Procede Ia Querella de epIgrafe.


